
























































































































































                                                                                                  
                                                                                                    

ACCIÓN DE TUTELA No. 110013105024-2021-00442-00 
NIDIA ESPERANZA BELTRÁN PINEDA VS BANCO AGRARIO DE COLOMBIA 

 

 
INFORME SECRETARIAL. A los diecinueve (19) días del mes de octubre del 
año dos mil uno (2021), al Despacho de la señora Juez pasa la Acción de Tutela 
radicada con el número 2021/00442, informando que la parte accionante presentó 
impugnación contra la providencia del 8 de octubre de la presente anualidad 
(Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. Sírvase proveer. 
 
 

EMILY VANESA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 

 
 

Bogotá D.C., a los Diecinueve (19) días del mes de octubre de 2021 
 
Verificado el informe secretarial que antecede, el Juzgado Veinticuatro (24) 
Laboral del Circuito de Bogotá D.C.; 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER la impugnación interpuesta por la parte accionante, 
contra la sentencia proferida el ocho (8) de octubre del 2021 dentro de la acción de 
tutela 2021-00442.  
 
SEGUNDO: REMÍTASE el expediente al H. Tribunal Superior de Bogotá, D.C. - 
Sala Laboral. 
 
TERCERO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes. 

 
CÚMPLASE 

                  
NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 

JUEZ 
 

Firmado Por: 
 

Nohora Patricia Calderon Angel 
Juez Circuito 

Juzgado De Circuito 
Laboral 024 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

e737f7e3a576d259a9222ce39ed62fa9e254e7a6a4e0fc0ac6896defe2c34d56 
Documento generado en 19/10/2021 08:27:10 AM 

 
Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



                                                                                                  
                                                                                                  

ACCIÓN DE TUTELA No. 110013105024-2021-00450-00 
JAMES RUBIO JARAMILLO VS UARIV 

 

INFORME SECRETARIAL. A los diecinueve (19) días del mes de octubre del año 
dos mil uno (2021), al Despacho de la señora Juez pasa la Acción de Tutela radicada 
con el número 2021/00450, informando que la parte accionante presentó 
impugnación contra la providencia del 12 de octubre de la presente anualidad 
(Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. Sírvase proveer. 
 
 

EMILY VANESA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
 

Bogotá D.C., a los Diecinueve (19) días del mes de octubre de 2021 
 
Verificado el informe secretarial que antecede, el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral 
del Circuito de Bogotá D.C.; 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER la impugnación interpuesta por la parte accionante, 
contra el fallo proferido el 12 de octubre del 2021, dentro de la acción de tutela 2021-
00450. 
 
SEGUNDO: REMÍTASE el expediente al H. Tribunal Superior de Bogotá, D.C. - 
Sala Laboral para lo de su cargo. 
 
TERCERO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes. 

 
CÚMPLASE 

                  
NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 

JUEZ 
 

Firmado Por: 
 

Nohora Patricia Calderon Angel 
Juez Circuito 

Juzgado De Circuito 
Laboral 024 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 
dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

4cf6bf48d8a9e95660dd350818414e5854f541571531765bf4ac42bc2aa316ec 
Documento generado en 19/10/2021 08:27:13 AM 

 
Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



                                                                                                  
ACCIÓN DE TUTELA No.110013105024-2021-00451-00 

HÉCTOR ROJAS VS INSTITUTO COLOMBIANO  
DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF  Y OTROS 

 

INFORME SECRETARIAL. A los diecinueve (19) días del mes de octubre del año 
dos mil uno (2021), al Despacho de la señora Juez pasa la Acción de Tutela radicada 
con el número 2021/00451, informando que la parte accionante presentó 
impugnación contra la providencia del 14 de octubre de la presente anualidad 
(Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. Sírvase proveer. 
 
 

EMILY VANESA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 

 
 

Bogotá D.C., a los Diecinueve (19) días del mes de octubre de 2021 
 
Verificado el informe secretarial que antecede, el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral 
del Circuito de Bogotá D.C.; 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER la impugnación interpuesta por la parte accionante, 
contra el fallo proferido el 14 de octubre del 2021, dentro de la acción de tutela 2021-
00451. 
 
SEGUNDO: REMÍTASE el expediente al H. Tribunal Superior de Bogotá, D.C. - 
Sala Laboral para lo de su cargo. 
 
TERCERO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes. 

 
CÚMPLASE 

 
NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 

JUEZ 
 

Firmado Por: 
 

Nohora Patricia Calderon Angel 
Juez Circuito 

Juzgado De Circuito 
Laboral 024 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

9c44747c7369b6788776f24c9c37d541b4a566517dbab7938ef4253c862ab8ea 
Documento generado en 19/10/2021 08:27:16 AM 

 
Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE  

BOGOTÁ D.C. 

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210045400 

  
Bogotá D.C., a los diecinueve (19) días del mes de octubre del año dos mil 
veintiuno (2021) 
 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de fondo 
la Acción de Tutela instaurada por MIROAL INGENIERÍA S.AS., identificada con NIT. 
830053973-1, a través de su representante legal LUZ BETTY RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, 
identificada con la C.C.52.079.968 contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE 
BIENESTAR FAMILIAR –ICBF, por la presunta vulneración del derecho fundamental 
de petición de su representada.  
 
 ANTECEDENTES  
 
La representante legal de la accionante manifiesta que radicó derecho de petición el 2 de 
septiembre de 2021 ante el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a través del correo 
de la firma Miroal Ingeniería SAS, sin obtener respuesta a la fecha de presentación de la 
presente acción constitucional. 
 

SOLICITUD 
 
MIROAL INGENIERA S.A.S., requiere que se tutele su derecho fundamental de petición; 
en consecuencia, se ordene a la entidad accionada emitir de manera inmediata contestación 
en los términos de la Ley 1755 de 2015 al derecho de petición calendado el 1 de septiembre 
de 2021. 

 
ACTUACIÓN PROCESAL 

 
Radicada la tutela y repartida el 4 de octubre de 2021, se admitió mediante providencia del 
05 de octubre del mismo año, ordenando notificar al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar ICBF, concediéndole el término de veinticuatro (24) horas para pronunciarse sobre 
los hechos en que se fundamenta la acción de tutela de la referencia.  
 

RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 
En respuesta dada a la Acción de tutela por la apoderada Judicial del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar ICBF, manifestó que esa entidad aún se encuentra en término para dar 
respuesta oportuna y de fondo a la solicitud del 01 de septiembre de 2021, según lo estipulado 
en el artículo 5 del Decreto 491 de 2020, que dispuso la ampliación de términos para atender 
las peticiones que se encuentran en curso o se radiquen durante la vigencia de la emergencia 
sanitaria, la que fue prorrogada hasta el 30 de noviembre de 2021 mediante Resolución No. 
00001315 del 27 de agosto de 2021 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, 
explicando que la solicitud que se alega desatendida, fue remitida el 01 de septiembre de 
2021, por lo que su vencimiento es el 13 de octubre de 2021. 
 
Continúa indicando que yerra la parte actora al invocar la acción de tutela como mecanismo 
transitorio y excepcional, dado que no cumple con los requisitos exigidos para su 
procedencia, en particular con el requisito tendiente a demostrar la configuración de un 
perjuicio irremediable y la trascendencia iusfundamental del asunto; por ello, solicita se 
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declare improcedente la presente acción de amparo frente al ICBF por inexistencia de 
vulneración de derechos fundamentales. 
 

CONSIDERACIONES 
 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en el artículo 
2.2.3.1.2.1  del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del 
Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, modificado por el Decreto 
333 de 2021 que dispone en el numeral 2° “Las acciones de tutela que se interpongan contra 

cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su 

conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría…”, como sucede en 
este caso. 
 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF, ha vulnerado el 
derecho fundamental de petición de la firma MIROAL INGENIERÍA S.A.S., al no emitir 
respuesta al derecho de petición calendado 01 de septiembre de 2021. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 

Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo dispone el 
Artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos de la Corte 
Constitucional1 y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la Acción de Tutela es  un 
instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las personas cuando estos se 
vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o, 

excepcionalmente, de un particular2, así como que la solicitud de amparo de los derechos 
fundamentales vía acción de tutela ostenta una naturaleza eminentemente residual y 
subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el carácter de excepcional al verificarse la 
existencia de los siguientes escenarios (i) cuando el presunto afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, o (ii) cuando, existiendo ese medio este carece de idoneidad o eficacia para proteger de 
forma adecuada, oportuna e integral los derechos fundamentales, en las circunstancias del caso concreto. 
Así mismo, procederá como mecanismo transitorio cuando la acción se interponga para evitar la 
consumación de un perjuicio irremediable a un derecho fundamental3.  
 

De igual manera y en desarrollo de lo anterior, surge la imperante necesidad que el Juzgado 
en cada caso concreto determine prima facie: (i) la efectiva acreditación de la legitimación para hacer 
parte del proceso por quienes en él se encuentran inmiscuidos, ya sea de quien incoa la tutela (accionante-
legitimación por activa-) o de quien se predica la presunta vulneración ius-fundamental (el accionado – 
legitimación por pasiva-); la inmediatez con que se acudió a este excepcional mecanismo de protección; (iii) 
que se trate de un asunto de trascendencia constitucional, esto es, que esté de por medio la vulneración de un 
interés de raigambre constitucional; y (iv) la inexistencia de mecanismos ordinarios de protección 
(subsidiariedad)4 
 

Puestas así las cosas, para el Despacho es claro que los requisitos de legitimación en la causa 
por activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de acuerdo a lo 
enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en el artículo 10 del 
Decreto 2591 de 1991, la sociedad Miroal Ingeniería SAS, a través de su representante legal 
Luz Betty Rodríguez Álvarez, se encuentra legitimada para interponer de forma directa la 
acción constitucional que nos ocupa, por cuanto esa sociedad es la titular del derecho 
fundamental de petición que aduce le fue vulnerado por la convocada a juicio; mientras que 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencias T-119 de 2015, T-250 de 2015, T-446 de 2015, T-548 de 2015, T-317 de 2015 y T-087 de 2020. 
2 Corte Constitucional Sentencia T-500 de 2019. 
3 Corte Constitucional Sentencia T-087 de 2020. 
4 Corte Constitucional, Sentencia T-115 de 2018, T-500 de 2019 entre otras. 
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en lo que respecta a la legitimación en la causa por pasiva, la misma se halla satisfecha 
conforme lo dispone el artículo 5 del mencionado Decreto 2591, al ser la accionada una 
autoridad de naturaleza pública a quien se le enrostra la vulneración de unas garantías 
fundamentales. 
 
En cuanto a la subsidiaridad, es de anotar que el artículo 86 de la Constitución Política 
dispuso que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable; de ahí que se establezca en el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 la 
existencia de otros recursos o medios de defensa judicial como causal de improcedencia, a 
menos que se acuda a esta protección especialísima como mecanismo transitorio para 
remediar un perjuicio irremediable, o bien la acción recaiga sobre un sujeto de especial 
protección. 
 
En el caso concreto, en tratándose de solicitudes de amparo constitucional para la protección 
del derecho de petición, la Corte Constitucional ha sido enfática en indicar que el 
ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz 
diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración de este 
derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le 
permita efectivizar el mismo5; por lo que se concluye que quien encuentre que la respuesta a su 
derecho de petición no fue producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que 
la ley señala,  y que en esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir 

directamente a la acción de amparo constitucional6; de ahí que se encuentre superado este 
requisito. 
 
Respecto del principio inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha indicado que la 
interposición de la acción de tutela debe hacerse dentro de un plazo razonable  y oportuno, 
contado a partir del momento en que ocurre la situación violatoria o amenazante de los 
derechos fundamentales, encontrándose cumplido en el presente asunto, ya que entre el 
momento en que la demandante radicó el derecho de petición, esto es, 01 de septiembre de 
2021 y la fecha en que se radicó de la tutela 04 de octubre de 2021, no han transcurrido dos 
(2) meses, término que se considera más que razonable. 
 
Superados entonces los requisitos generales de procedibilidad de la acción constitucional, es 
del caso auscultar lo jurídicamente procedente en lo que respecta al derecho de petición 
consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y desarrollado por la Ley Estatutaria 
1755 de 2015, señalando a manera de argumentos introductorios que aquel tiene la 
connotación de derecho fundamental, teniendo como núcleo esencial i. la pronta resolución; 
ii. la respuesta de fondo; y iii. la notificación de la respuesta; contando de igual manera 
como elementos estructurales los siguientes: i. el derecho de toda persona a presentar 
peticiones ante las autoridades por motivos de interés general o particular; ii. la 
posibilidad de que la solicitud sea presentada de forma escrita o verbal; iii. el respeto en su 
formulación; iv. la informalidad en la petición; v. la prontitud en la resolución; y vi. la 
habilitación al Legislador para reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas 
para garantizar los derechos fundamentales7. 
 
De igual manera la Corte Constitucional ha indicado que para entender por atendidas las 
solicitudes elevadas en los términos antes descritos, se requiere de una contestación plena 
que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido 
la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus 
intereses8.  
 

                                                           
5 Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017 y T-451 de 2017 entre otras. 
6 Ibídem 
7 Corte Constitucional, sentencias C-007 de 2017 y T-451 de 2017. 
8 Corte Constitucional, Sentencia T-369 de 2013. 
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Ahora bien, verificadas las diligencias, advierte esta sede judicial que la sociedad Miroal 
Ingeniería S.AS., radicó derecho de petición ante la Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, el 01 de septiembre de 2021, mediante el cual peticionó: 
 

“Solicito de su gentil colaboración, para dar celeridad al proceso de liquidación con el objeto de que 
Miroal Ingeniería pueda facturar los dineros invertidos en las obras del contrato de la referencia y 
que los fines de la sociedad no se hagan ilusorios en sus efectos, por lo que solicito de ustedes.  
 
1. se (sic) me informe cuál es el estado de trámite de la liquidación del contrato de la referencia.  
2. En el caso de que la liquidación ya este elaborada se me haga el traslado correspondiente para su 

revisión y/o suscripción.  
3. Teniendo en cuenta que Miroal Ingeniería S.A.S. ya cuenta con acta de recibo a satisfacción de las 

obras ejecutadas y no es posible realizar cortes de obra se me indique la forma en que se debe 
realizar la facturación correspondiente al saldo adeudado, lo anterior por valor de MIL 
SEISCIENTOS CUARENTA Y CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS ONCE MIL 
OCHOCIENTOS OCHENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($1.644.411.889).” 

 
Frente a dicha petición la accionada, aduce que no ha dado respuesta al encontrarse dentro 
del término para emitir respuesta. 
 
Siendo ello así, debe recordarse, que el Gobierno Nacional con ocasión a la Emergencia 
Sanitaria generada por el COVID-19, adoptó varias medidas para garantizar la atención y 
prestación de servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares,  entre las que 
se encuentra la ampliación de los términos para atender las peticiones que se encontraran 
en curso o se radiquen durante la vigencia de la emergencia sanitaria decretada con ocasión 
del Covid-19, disponiendo en el artículo 5° del Decreto 491 de 2020, lo siguiente: 
 

Artículo 5.  Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se 
encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán 
los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así:  
 
Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 
recepción. 
 
Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 
 
(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los veinte (20) días 

siguientes a su recepción. 
(ii)  Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su 
recepción. 

 
 Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la 
autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado 
en el presente artículo expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en 
que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este 
artículo. 
 
En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011.  
 
Parágrafo. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la efectividad de otros 
derechos fundamentales.” 
 

Por otra parte, debe tenerse en cuenta que la emergencia sanitaria fue prorrogada hasta el 
30 de noviembre de 2021, mediante Resolución No. 00001315 del 27 de agosto de 2021 
expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, lo que significa que el Decreto antes 
citado se halla vigente.  
 
Así las cosas, se puede concluir que la accionada Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
–ICBF no ha vulnerado el derecho de petición radicado por la sociedad accionante el 02 de 
septiembre del año en curso; toda vez que los 30 días que refriere el Decreto 491 de 2020, 
para dar respuesta se vencieron el  14 de octubre, es decir con posterioridad a la radicación 
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de la acción de tutela (4/10/2021), razón por la cual no se presenta vulneración del derecho 
invocado por la aquí convocante, por encontrarse dentro del término la accionada para emitir 
respuesta,  se negará el amparo solicitado. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR la acción de tutela incoada por la firma MIROAL INGENIERÍA 
S.A.S., identificada con NIT.830053973-1, contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE 
BIENESTAR FAMILIAR –ICBF, por las razones expuesta en la parte considerativa de 
esta decisión. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a las 
partes, en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
 
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente a la 
H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en el artículo 
32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
JUEZ 

 
Firmado Por: 

 
Nohora Patricia Calderon Angel 

Juez Circuito 
Juzgado De Circuito 

Laboral 024 
Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 
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